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Estable, pero no estática: la situación jurídica 
de la mujer estadunidense 
Bárbara A. Driscoll* 
A unque por muchas razones la mujer estadunidense se ha beneficiado gracias a una verdadera revolución, que se ha gestado durante los últi-mos 25 años, con respecto a la neutralización de muchos obstáculos 
de una vida completa -como son el acceso a la educación superior y los ser-
vicios médicos, a empleos bien pagados, a programas de acción afirmativa, 
entre otros-, un análisis más detallado de los antecedentes y la situación actual 
de la mujer en Estados Unidos muestra que el camino hacia la igualdad política 
y jurídica está lleno de baches. La participación política de la mujer estadu-
nidense como activista y como parte de una agenda política se ha intensificado 
notoriamente desde la década de los años setenta. No obstante, la organiza-
ción del sistema político estadunidense junto con cambios políticos, sociales y 
económicos internos significativos han creado un ambiente propicio para un 
reacomodo de la vida política en Estados Unidos. Este auge no ha involucrado 
solamente a las mujerés que se consideran a sí mismas feministas o liberales, 
sino a aquellas que simpatizan con causas conservadoras o tradicionales.1 
Obviamente, las estrategias y los objetivos a corto y a largo plazo de este 
surgimiento político de la mujer estadunidense varían mucho, dependiendo de 
la orientación filosófica, la coyuntura política y social, las afiliaciones, los parti -
dos políticos, incluso las condiciones políticas locales y regionales. Sin em-
bargo,_ nadie puede negar el impacto de la mujer en las agendas de los candi-
datos (tanto hombres como mujeres) y en el sistema electoral estadunidense; 
hasta el punto en que a veces el voto de la mujer determina los resultados 
finales. Por ejemplo, los candidatos a la presidencia de Estados Unidos, en 
1996, mostraron en las encuestas una diferencia marcada entre las electoras 
mujeres; se vio que las estadunidenses registradas en el padrón prefirieron a Bill 
Clinton más que a Bob Dole por un porcentaje importante.2 Ahora, muchas 
* Centro de Investigaciones sobre América del Norte, Universidad Nacional Autónoma de México. 
1 Aunque el énfasis presente pone más atención en las actividades de grupos activistas li-
berales y feministas, cabe recordar que la agenda conservadora también ha evolucionado bastante 
en cuanto a la participación de la mujer. Véase Rebecca E. Klatch, Women of the New Right (Fila-
delfia: Temple University Press, 1987). 
2 Una encuesta realizada por la cadena de televisión ABC el día de las elecciones mostró que 
Clinton gozó de 22 por ciento más apoyo entre las mujeres que Dole. Muchos comentaristas píen-
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campañas electorales en todos los niveles buscan activamente el apoyo elec-
toral de la mujer. 
Puesto que otros capítulos de este libro discuten algunos aspectos de la 
participación política de la mujer estadunidense, como son los movimientos so-
ciales y las candidatas mujeres, aquí dedicamos nuestra atención más bien al 
sistema jurídico. Es cierto que el sistema jurídico de Estados Unidos es funda-
mentalmente distinto del de México, y en tal medida merece un estudio a fon-
do, pero voy a ofrecer un pronóstico de la relación entre la mujer y la ley. Mu-
chos grupos de interés estadunidenses utilizan el sistema de las cortes para 
facilitar discusiones oficiales judiciales sobre cuestiones de cambio social, lo 
cual ha derivado en la creación de una estrategia clave para entender la políti-
ca estadunidense. 
La reacción del sistema jurídico estadunidense ante la situación de la mujer 
ha sido mucho más tardada, problemática, complicada y frustrante que la del 
sistema político. Claro que el sistema jurídico funciona de manera muy distinta 
a la del sistema político, y aun cuando están interrelacionados, el primero en 
Estados Unidos mantiene la idealización de tener cierta autonomía respecto de 
la sociedad. Durante mucho tiempo, hasta mediados del siglo xx, las cortes 
(estatales y federales) rechazaron de muchas formas y en diversas ocasiones las 
oportunidades para interpretar la Constitución ampliamente y abrir opciones para 
las mujeres en muchos campos, desde los sueldos hasta las prerrogativas vin-
culadas con la ciudadanía estadunidense. Sobre todo, la participación de la 
mujer estadunidense en el sistema jurídico y su representación legal han esta-
do muy controladas, y siguen estando así, según muchos criterios subjetivos 
políticos, sociales, sexuales y económicos.3 
En tanto que el conjunto de las decisiones jurídicas en Estados Unidos refle-
ja una evolución particular del sistema legal,4 es inevitable llegar a la conclusión 
de que las barreras legales actuales, como las históricas, todavía son enormes 
para lograr la incorporación total de la mujer estadunidense dentro del derecho. 
Tomando en cuenta los límites de espacio, conviene enfocar esta discusión sobre 
san que Clinton ha tenido más éxito en demostrar simpatía hacia las mujeres que trabajan, quienes 
ahora son mayoría en Estados Unidos. 
3 Véase Laura L. Grites, Winifred L. Hepperle, eds., Women, the Courts and Equality (Newbury 
Park: Sage Publications, 1987), para un análisis extenso de la participación de la mujer en el sis-
tema judicial como juez, abogada y acusada. 
4 El sistema judicial estadunidense se desarrolló en parte del sistema inglés del derecho con-
suetudinario, en donde la acumulación de decisiones legales forma la base para la ley actual, no 
un código. En teoría, los jueces recurren a los principios del derecho, pero en este sistema los prin-
cipios surgen tardíamente de las decisiones judiciales. Véase Lawrence M. Friedman, A History of 
American Law, 2a ed. (Nueva York: Simon and Schuster, 1985). 
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la mujer estadunidense como objeto de casos legales considerados en la Su-
prema Corte. Las decisiones de la Suprema Corte surgen de las cortes federal, 
regionales y estatales y, por eso, responden a preocupaciones tanto regionales 
como nacionales y establecen políticas nacionales; y puesto que sirven también 
para interpretar la Constitución y la legislación nacional, tienen la fuerza para 
modificar leyes nacionales y para invalidar las políticas estatales que no. son con-
sistentes con sus decisiones. 
Los límites del Estado liberal para la mujer estadunidense 
Con mucha fuerza en sus argumentos, la reconocida investigadora estaduni-
dense Catherine A MacKinnon argumenta que el sistema jurídico estaduniden-
se no sólo trata a la mujer sin justicia, sino que el Estado liberal y su sistema de 
leyes son intrínsecamente masculinos. En la medida en que el derecho esta-
dunidense refleja las prioridades masculinas históricas en la relación entre la 
sociedad y las leyes, la Constitución, y hasta hace poco los precedentes legales, 
suponían que las condiciones sociales y políticas son idénticas e iguales para 
todos, sin distinción de sexo. Es decir, el sistema judicial se ha desarrollado por 
y para los intereses masculinos, que incluyen en parte el dominio de la mujer y 
que tradicionalmente han excluido su participación.5 Entonces, cuando en el 
pasado se presentaron casos legales donde los derechos femeninos estuvieron 
en cuestión, las cortes no contaban con las herramientas legales para conside-
rar los asuntos particulares asociados con la mujer y no percibieron la necesi-
dad de desarrollarlos. 
Esta tan profunda y poco aceptada diferenciación de los tratos legales entre 
los sexos ni siquiera está articulada en la Constitución. Es decir, la Constitución 
repite formalmente las reglas informales que ya existían, y estipula que no quita 
ninguna libertad (prensa, religión, etc.) a a.lguien que ya la tiene socialmente,6 
pero tampoco la extiende a quien no la tiene. Incluso, algunos historiadores 
piensan que no fue la intención de los autores extender todos los derechos de 
la ciudadanía a todos ; es decir, a personas que no fueran hombres blancos 
propietarios. Así, por su naturaleza conservadora, la Constitución perpetúa los 
5 Véase "Sex Equality: On Difference and Dominance" , en Catherine A. MacKinnon, Toward a 
Feminist Theory of the State (Cambridge: HaNard University Press, 1989), 215-234. 
6 Debe recordarse que las primeras diez enmiendas (Bi/1 of Rights) a la Constitución 
estadunidense consisten en parte en delinear los derechos individuales no articulados en la sec-
ción principal, asimismo corresponden a un acuerdo común de la sociedad estadunidense de 
aquel entonces sobre la relación entre el individuo y la sociedad. 
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patrones sociales e históricos del momento, en que se oprimía a la mujer. Una 
autodefinida feminista radical describe el problema así: la opresión legal de la 
mujer no surgió solamente de actitudes malas, sino de un sistema social cons-
truido para mantener el dominio del hombre sobre la mujer mediante muchas 
estrategias,7 educación, derecho, etc.8 Es hasta la década de los setenta que 
el sistema jurídico estadunidense empieza realmente a responder a las condicio-
nes particulares de las mujeres. 
La Suprema Corte 
La Suprema Corte de Estados Unidos tenía muchas peticiones desde la Guerra 
Civil, a mediados del siglo xIx, para explorar la situación legal de la mujer, en 
particular por las condiciones establecidas por la XIV Enmienda a la Consti-
tución, aprobada en 1868.9 Aunque surgió como una manera de resolver los 
pendientes de la Guerra Civil, la primera sección de la XIV Enmienda establece 
que los estados están obligados a respetar las leyes federales en sus jurisdic-
ciones, garantizar a todos los ciudadanos el procedimiento de la ley comple-
to 10 y la protección igual universal. Muchas feministas de aquel entonces pen-
saron que la XIV Enmienda les podría proporcionar los argumentos legales 
para abrir el derecho estadunidense a la mujer en las cortes. 
Un análisis de algunos casos históricos ilustra la incapacidad tradicional de 
la Suprema Corte para enfrentar muchos aspectos de la situación de la mujer. 
Además, normalmente una discusión de casos es como se analiza el derecho 
estadunidense. 
A fines del siglo xix, 11 los grupos que proponían que el derecho a votar se ex-
tendiera automáticamente a la mujer como ciudadano querían usar la XIV Enmien-
7 La historiadora Gerda Lerner ofrece un análisis provocativo sobre el desarrollo del patriar-
cado desde las épocas antiguas en The Creation of Patriarchy (Nueva York: Oxford University 
Press, 1986). 
8 Ellen Willis en Atice Echols, Daring to Be Bad: Radical Feminism in America, 1967-1975 
(Minneapolis: University of Minnesota, 1989), 1x-x. 
9 Aunque esto realmente se queda fuera de mi discusión, cabe notar que las enmiendas XIII, XIV, 
y XV a la Constitución, aprobadas después de la Guerra Civil, cambiaron totalmente el papel del go-
bierno federal y el poder de los gobiernos estatales. Anteriormente, los estados podían hacer bási-
camente lo que querían casi sin restricciones de la Constitución . 
10 Due process of law es un concepto básico del derecho estadunidense y se refiere, traduci-
do libremente, a la obligación del Estado de no privar a nadie de la vida, la libertad o la propiedad 
sin recurrir a todas las instancias legales apropiadas. 
11 Algunos investigadores muestran que por lo menos en sitios aislados la mujer estadunidense 
tenía el derecho a votar o a participar en el proceso político en la época colonial y en los primeros 
años de la República, porque fueron las colonias y después los estados los que definían el dere-
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da para argumentar que como ciudadanas, las estadunidenses ya gozaban de 
todos los derechos correspondientes. De hecho, en ese momento los gobiernos 
estatales definieron el derecho a votar, y los estados de Utah y Wyoming permitie-
ron la votación de las mujeres en las elecciones presidenciales. Inmediatamente, 
en diez estados algunas mujeres intentaron, en gran parte sin éxito, registrarse 
para votar, y muchas fueron detenidas. Virginia Minor, por ejemplo, no pudo 
registrarse en St. Louis, Missouri por ser mujer; en consecuencia demandó a la 
autoridad municipal correspondiente y su caso, Mínor v. Happersett, pasó por las 
cortes estatales para llegar a la Suprema Corte en -J 875. La Suprema Corte coin-
cidió en su opinión en que la ciudadanía estadunidense no confiere automática-
mente la prerrogativa de votar. 12 Más aún, según la opinión unánime, no fue la 
intención de los autores de la Constitución que todos los ciudadanos tuvieran 
el acceso al voto. Así que dejaron a los estados la decisión acerca de quiénes po-
drían votar. La resolución de Mínor v. Happersett hizo patente que las feministas 
tendrían que buscar otras secciones de la Constitución y otras estrategias para 
seguir luchando en las cortes, y sobre todo tendrían que conseguir una enmien-
da a la Constitución que les diera el voto. 
Las fuerzas sufragistas del siglo x,x surgieron de lo que ahora se conoce como 
la primera ola del movimiento feminista estadunidense, el cual estaba encabezado 
por feministas famosas: Susan B. Anthony y Elizabeth Cady Stanton, entre muchas 
otras.13 Por más de veinte años, un sector de las feministas, bajo el liderazgo de 
Anthony, promovió una enmienda a la Constitución, mientras que otras feministas 
movilizaron organizaciones estatales, cuyos objetivos fueron cambiar las leyes de 
los estados sobre el derecho al voto, con el fin, a largo plazo, de proponer una legis-
lación nacional. En -J 893, todos los grupos sufragistas se organizaron por medio de 
la Asociación Nacional de Mujeres Sufragistas (National American Woman Suffragist 
Association), y después de otros veinte años realmente difíciles, volvieron a insistir 
en que la mujer tenía derecho al voto en una agenda nacional, bajo el liderazgo ge-
neral de Alice Paul. La campaña final en el Congreso duró todo el año de 1917 y las 
detenciones de manifestantes frente a la Casa Blanca sirvieron para ganar la sim-
patía de la opinión pública. La Cámara de Representantes aprobó la enmienda del 
10 de enero de 1918, pero el Senado no la aprobó hasta mayo de 1919.14 
cho a votar. Esto sucedió en Seneca Falls, Nueva York, en 1848; cuarenta años antes del inicio ofi-
cial del movimiento feminista estadunidense. 
12 Leslie Friedman Goldstein, The Constitutional Rights of Women: Cases in Law and Social 
Change (Madison: University of Wisconsin, 1989), 76. 
13 Nancy F. Cott presenta un resumen útil del feminismo estadunidense en The Grounding of 
Modern Feminism (New Haven: Yale University Press, 1987). 
·
14 Friedman Goldstein, The Constitutional Rights ... ; Cott, The Grounding of Modern ... , entre 
muchos otros. 
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La tercera parte de la XIV Enmienda dice que los estados no deben negar a 
ninguna persona en su jurisdicción la protección por igual (equal protection) bajo 
el derecho estadunidense. Claro que esta cláusula se ha interpretado de muchas 
maneras, pero aparentemente se presentó una apertura para discutir cómo 
trata el derecho estadunidense de maneras distintas a diversos grupos. El caso 
de Goesaert v. Cleary Liquor Control Commission of Michigan, emitido en 1948, es 
representativo de cómo la Suprema Corte ha aplicado el principio de protección 
por igual a la mujer estadunidense. La señora Groesaert demandó al estado de 
Michigan por prohibir el empleo de mujeres en bares que no fueran propiedad 
de sus esposos o padres. La opinión mayoritaria escrita por el famoso juez Felix 
Frankfurter15 no ubicó precisamente el dilema de la Sra. Groesaert en un con-
texto consistente con los derechos de la mujer. Los jueces aceptaron que un es-
tado cuenta con el derecho de prohibir el acceso a las mujeres en algunos cam-
pos de trabajo, con el intento de protegerlas, pero rechazaron bajo protección por 
igual que Michigan discrimine entre las mujeres en general y las esposas o las 
hijas de los dueños de los bares.16 Con esta decisión se vio que no se recono-
cía que las mujeres formaran un grupo separado que merecía un trato distinto. 
En 1908, el abogado Louis Brandeis17 utilizó como alegato en la Suprema 
Corte del estado de Oregon el caso Muller v. Oregon para defender las leyes 
de dicho estado que restringían el número de horas que una mujer podía traba-
jar en fábricas y lavanderías a diez por día. La Suprema Corte apoyó la ley con 
argumentos que decían que la mujer es más débil y debe ser protegida sin em-
bargo, fue la primera vez que Brandeis presentó el caso como extensión de un 
estudio amplio sobre la relación entre las condiciones de trabajo y los problemas 
de salud de la mujer. Aunque la decisión apoyó a la ley de Oregon, y beneficia 
a las trabajadoras de ese estado, lo más importante es que la forma del argu-
mento revolucionó las posibilidades de buscar el cambio social en las cortes. 18 
Si bien la decisión apoyó a las obreras en términos concretos, no estimuló un 
cuestionamiento más amplio del papel de la mujer en el sistema legal, ni tam-
poco estableció la categoría de la mujer como grupo especial. 
15 Felix Frankfurter, un inmigrante de Austria, fue nombrado juez de la Suprema Corte en 1939 por 
Franklin D. Roosevelt. Frankfurter fue un fundador de la Asociación Americana pro libertades Civiles 
(American Civil Liberties Union), sus opiniones legales varían entre lo conservador y lo liberal, pero es 
más reconocido por su tendencia a romper la tradición de separación de la Corte de la presidencia. 
16 Friedman Goldstein, The Constitutional Rights .. . , 101-102. 
17 Brandeís fue un juez federal muy reconocido, quien empezó su carrera legal como abogado 
en un bufete de Boston donde ganó el apodo de "el abogado del pueblo". Luchó por mejorar las 
condiciones de vida y de trabajo de la clase obrera. 
18 Friedman Goldstein, The Constitutional Rights .. . , 18-19. La estrategia de Brandeis de pre-
sentar sus argumentos en el contexto de un estudio socioeconómico fue novedosa. 
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La participación de la mujer en el sistema judicial estuvo seriamente limitada en 
la decisión Hoyt v. Rorida ( 1961) .19 Una ley estatal de Florida estableció requisitos 
para la selección de hombres y de mujeres como miembros de los jurados. Los 
hombres autómaticamente entraron a las listas de los elegibles, mientras que las 
mujeres no. Este caso inició porque la señora Hoyt mató a su esposo pegándole en 
la cabeza con un bat, después de problemas conyugales prolongados. En teoría, 
los jurados están compuestos por personas semejantes a los acusados, pero los 
obstáculos generados por el estado de Florida efectivamente eliminaron la posibili-
dad de que una mujer acusada de un crimen tenga mujeres en su jurado. La opinión 
escrita por el juez Harlan justifica la ley estatal por el hecho que "[ ... ] todavía se consi-
dera a la mujer como el centro del hogar y de la vida familiar",2º y por eso, las muje-
res no estaban obligadas a participar en los jurados. Por supuesto, no tomaron en 
cuenta las implicaciones de no incorporar totalmente a la mujer en el sistema judicial. 
Incluso, la decisión judicial más famosa del siglo xx, relacionada con los asun-
tos de la mujer, Roe v. Wade, no fue tomada en el contexto de un argumento 
feminista, sino en el de la privada que implica la relación entre una mujer emba-
razada y su médico. Como se sabe, la decisión de Roe v. Wade en 1973 esta-
bleció un esquema según el cual una mujer embarazada podía legalmente ter-
minar su embarazo. Aunque el caso fue desarrollado y presentado por abogadas 
feministas, los argumentos legales no siguieron la línea del discurso feminista, 
sino otros parámetros para probar que la Constitución cuenta con el derecho uni-
versal de privada. 21 Es cierto que Roe v. Wade ha ayudado a muchas mujeres 
estadunidenses a controlar su capacidad reproductiva, pero no contribuyó a 
promover un análisis para eliminar el sesgo antimujer en la Constitución. 
Sin embargo, la lucha por convertir la ley en un instrumento positivo para la 
mujer tomó un camino mucho más prometedor cuando se emitió la decisión de 
Reed v. Reed en 1971 . Entonces, el ambiente político y jurídico había cambiado 
mucho en Estados Unidos, era el momento para cuestionar la definición de la 
protección igualitaria de la mujer. Y, aun cuando las actividades políticas de los 
años sesenta habían afectado todos los discursos públicos, la Suprema Corte 
no estaría lista hasta 1971.22 
19 En el caso Ballard v. United States (1946), la Suprema Corte había llegado a una fórmula oficial 
para formar los jurados que funcionó como ejemplo para los estados. Los elementos de un jurado 
federal serían: 1) la inclusión de todas las razas; 2) elegir los miembros sin tomar en cuenta su filiación 
política; 3) seleccionar individuos de distritos distintos. El papel de la mujer no estaba contemplado. 
2° Friedman Goldstein, The Constitutional Rights ... , 108. Traducción libre. 
21 Sarah Weddington, A Question of Choice (Nueva York: G.P. Putnam, 1992). La autora es la 
abogada que representó a Jane Roe. 
22 Se vio una explosión de actividades relacionadas con el feminismo en Estados Unidos. Algunos 
ejemplos son la publicación de las revistas Ms. por Gloria Steinem y Feminine Mystique por Betty Friedan. 
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El caso de Reed v. Reed se centró en un desacuerdo de una pareja divor-
ciada sobre la propiedad de su fallecido hijo adoptivo. La ley de su estado, 
ldaho, estableció que si en todo lo demás es igual, el hombre debía tomar la 
función de administrador de la propiedad del fallecido. El juez local que validó 
el testamento nombró al padre el administrador de la testamentaría según la 
ley, pero la madre apeló la decisión en la corte de distrito, donde el juez deter-
minó que la ley estatal no había respetado la protección por igual a la mujer. 
Luego, el padre volvió a apelar la decisión ante la Suprema Corte del estado de 
ldaho; ahí los jueces decidieron que la ley no había violado la XIV Enmienda. 
La decisión de la Suprema Corte Reed v. Reed apoyó los argumentos de la 
madre y reconoció el derecho que gozan los estados de establecer categorías 
sociales razonables. Sin embargo, la decisión hizo patente que la división entre 
los hombres y las mujeres es arbitraria y no respeta el concepto de la protec-
ción por iguai.23 
Posteriormente, la Suprema Corte consideró y revolucionó la definición del 
matrimonio, según las nuevas decisiones sobre la protección por igual, en el ca-
so de Orr v. Orr (1979). La definición legal tradicional del matrimonio en el derecho 
angloamericano dividió claramente las responsibilidades y los deberes de los 
casados. La esposa tenía las obligaciones de participar en relaciones conyugales 
y cuidar la casa, y el esposo tenía que poner los recursos financieros para man-
tener a la familia. Hasta 1972, la esposa tenía que cambiar su apellido por el de 
su esposo e ir a vivir a su casa.24 
El caso de Orr v. Orr surgió de las negociaciones de divorcio de una pareja 
en el estado de Alabama. El esposo argumentó en las cortes estatales -sin 
éxito- que un esposo no tiene la obligación automática de mantener a la ex-
esposa, especialmente si ella se encuentra bien remunerada. La opinión mayori-
taria de la Suprema Corte decidió que la ley de Alabama era inconstitucional 
porque no trató igualmente al hombre y a la mujer en un divorcio. Obviamente, 
los jueces no tomaron en cuenta las implicaciones de su decisión para las miles 
de exesposas pobres sin empleo, pero el resultado final del caso fue redefinir las 
obligaciones de los casados en un matrimonio.25 
A pesar de algunos miembros bastante conservadores, evidentemente, la 
Suprema Corte ya había tomado un camino jurídico para empezar a cuestionar 
las bases de la Constitución sobre asuntos relacionados con la situación de 
la mujer. 
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Actualmente, la Suprema Corte y el sistema judicial aceptan que existen 
condiciones diferentes que afectan lo ideal, es decir, que los hombres y las mu-
jeres tengan oportunidades iguales para perseguir la felicidad. Esto abrió lapo-
sibilidad de que a largo plazo la Suprema Corte considere otras cuestiones impor-
tantes que favorecerán la situación de la mujer, como son el valor comparativo 
de las labores tradicionalmente masculinas y femeninas, el acceso al aborto, y 
la acción afirmativa, entre otras. 
Por un lado, la Suprema Corte enfrentó un asunto urgente para muchas tra-
bajadoras y novedoso para el derecho estadunidense: el hostigamiento sexual. 
El comportamiento identificado hoy como el hostigamiento sexual siempre ha 
existido, sin embargo no obtuvo reconocimiento social y político en Estados Uni-
dos hasta los años setenta. Como parte integral de la agenda del movimiento 
de la mujer, la sociedad estadunidense no tardó en reconocer que el hostiga-
miento sexual era un impedimento para muchas mujeres y por lo cual tenían la 
obligación de discutirlo. 
La investigadora Catherine MacKinnon escribió en 1979 que era "impen-
sable" que el hostigamiento sexual se pudiera discutir seriamente en las cortes 
estadunidenses; pues el concepto legal simplemente no existía.26 
En 1986, la Suprema Corte recibió un caso sobre esto, Meritar Savíngs Bank 
v. Mecha/le Vínson. Éste surgió de la experiencia desafortunada de una em-
pleada en un banco, quien había empezado su carrera como recepcionista 
bajo la supervisión de un vicepresidente, el cual supuestamente la ascendió a 
cambio de relaciones sexuales. La situación continuó por cuatro años, hasta 
que en 1978 el banco la despidió por haber tomado demasiado tiempo de 
licencia. Vinson demandó al banco por violación del Título VII del Acta de De-
rechos Civiles, la cual define el hostigamiento sexual de un empleador hacia 
un(a) empleado(a) como _discriminación sexual. El vicepresidente negó todos 
los alegatos de la empleada. En todo caso, algunos juristas consideraron que 
el banco por ser el empleador era responsable y no el supervisor. Finalmente, 
la corte de distrito decidió que la empleada no fue víctima de hostigamiento o 
discriminación sexuales. Pero, la corte federal de apelaciones del Distrito de Co-
lumbia cambió la decisión en favor de la empleada, 27 argumentando que su 
experiencia surgió de un ambiente de trabajo hostil. La Suprema Corte deter-
minó que las condiciones para el hostigamiento sexual se cumplieron, bajo la 
definición del Título VII, pero no encontró justificación para que el banco -en 
26 Citado en 1bid., 552. 
27 Debido a que se trató de una ley federal, el caso automáticamente entró al sistema de cortes 
federales. 
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calidad de empleador- asumiera toda la responsibilidad por las acciones del 
supervisor, cuando ni siquiera se enteró del ambiente hostil. Lo más significati-
vo de la decisión fue que extendió el reconocimiento de definición legal a un 
asunto realmente fundamental y problemático para la mujer. 28 
Lo jurídico y lo político 
No es coincidencia que las nuevas tendencias de las decisiones judiciales con 
respecto a la mujer aparezcan en el mismo momento en que la segunda ola 
feminista prendió en Estados Unidos.29 Los discursos y la presión política gene-
rados por las feministas y por otros grupos preocupados por los problemas de 
la mujer -más notorios en los setenta- ayudaron a crear muchos espacios 
al sistema estadunidense para explorar cómo afecta la política y lo jurídico a la 
mujer. Es cierto que algunos grupos feministas radicales de los setenta re-
chazaron colaborar con el sistema político prevaleciente, sin embargo muchas 
feministas moderadas desarrollaron agendas más amplias para efectuar el cam-
bio social, las cuales incluían la utilización de las cortes.30 En todo caso, el mo-
vimiento estadunidense de derechos civiles había probado desde la decisión 
de Brown v. Board of Education (1954) que se podía usar el sistema de cortes 
federales y estatales para apoyar a los grupos sin poder.31 Así, grupos femi-
nistas, como la Organización Nacional de Mujeres (National Organization of 
Women), han tenido mucho éxito al presentar sus desafíos y argumentos en las 
cortes. Aunque en teoría en Estados Unidos lo político está aislado de lo jurídi-
co, la tradición de la acumulación de casos legales que se presentan en todos 
los niveles de las cortes puede abrir una puerta para introducir controversias 
legales sobre la mujer. Claro que la Suprema Corte, en el siglo xx, goza del de-
recho de escoger los casos que acepta, pero normalmente elige los casos 
de mayor interés público, o de importancia para la Constitución.32 
28 Friedman Goldstein, The Constitutional Rights ... , 552-561. 
29 Los historiadores y las feministas están de acuerdo en que se puede considerar que el femi-
nismo estadunidense de principios del siglo xx dio como resultado, entre otros logros, la XIX 
Enmienda a la Constitución, que extendió el voto a la mujer, lo cual fue conocido como la primera 
ola del feminismo. 
30 La antología Conflicts in Feminism (Nueva York: Routledge, 1990), editada por Marianne 
Hirsch y Evelyn Fox Keller, explora algunas áreas de desacuerdo entre las feministas estaduniden-
ses sobre la política, la crítica feminista y el análisis de género. 
31 Rhoda Lois Blumberg, Los derechos civiles: la lucha por la libertad en la década de 1960 
(Buenos Aires: Edición Tres Tiempos, 1988). 
32 William L. Louthan, The United States Supreme Court: Lawmaking in the Third Branch of 
Government (Englewood Cliffs: Prentice Hall, 1991 ), 36-37. 
___ 154 
ESTABLE, PERO NO ESTÁTICA 
Incluso, por su naturaleza, el derecho consuetudinario (common /aw) heredado 
por Inglaterra a Estados Unidos, no es estático. Aunque las respectivas evoluciones 
legales de los dos países han derivado en sistemas contemporáneos muy distintos, 
las raíces históricas remotas han otorgado la capacidad de responder lentamente 
a cambios políticos y sociales. 33 Las ventajas de un sistema legal basado en las 
decisiones acumuladas por jueces, no solamente en la teoría política, son obvias. 
Por eso, actualmente, y por el hecho de que es el presidente quien nombra 
a los jueces de la Suprema Corte con la aprobación del Senado, el proceso de 
elección de estos jueces se ha vuelto sumamente político. Se ha reconocido que 
el criterio sobre el que se basa un presidente para seleccionar los candidatos 
posibles puede afectar la agenda y las decisiones de la Corte. Aunque Franklin D. 
Roosevelt fue el primer presidente que abiertamente nombró jueces según su 
agenda política, todos los presidentes posteriores lo han intentado. 
Incluso, la elección del presidente republicano Ronald Reagan en 1980, en par-
te gracias al apoyo de los conservadores religiosos, funcionó como un símbolo 
que todos los políticos tendrían que tomar en cuenta como un punto fundamental 
en sus carreras públicas, sobre todo en su postura sobre el aborto y otros asunto so-
ciales. La mayoría de los republicanos condenaron el aborto, algunos incluso en 
casos de violación y de incesto. Así, los presidentes Reagan y Bush cumplieron 
con su promesa y "atiborraron" la Suprema Corte con conservadores pro vida. En 
este contexto, es interesante notar que aun cuando Bill Clinton es el primer presi-
dente Pro Libre Elección, el Congreso continúa siendo republicano y muy pro vida. 
No debe sorprender que algunos investigadores estadunidenses conside-
ren que la Suprema Corte es ciertamente una institución política, pues las varia-
bles políticas influyen en los nombramiento de todos los jueces federales, e in-
cluso a veces provocan controversias. Frecuentemente, los grupos de presión 
promueven la consideración de sus causas en las cortes y los jueces toman 
sus decisiones según sus preferencias políticas. Las opiniones generan con-
flicto político en las cortes y la sociedad, y los jueces reciben una aprobación o 
al contrario muchas críticas. Y aún más importante resulta su capacidad para 
la revisión judicial (judicial review) en la cual la Suprema Corte tiene el poder de 
invalidar actas del Congreso y del presidente.34 
Por eso, las actividades políticas desarrolladas por grupos de mujeres, femi-
nistas o no, pueden afectar tarde o temprano las prioridades jurídicas regionales 
y nacionales. En general, como he señalado, la tendencia ha sido hacia la am-
pliación de la agenda jurídica para incluir las cuestiones de los espacios públicos 
33 Lawrence M. Friedman, A History of American Law, 25-27. 
34 Louthan, The United $tates Supreme Court ... , 40-42. 
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y privados tocantes a la mujer. Podemos especular que incluso, las actividades 
políticas de feministas y otras mujeres a futuro van a seguir influyendo el horario 
de casos y decisiones judiciales. 
La gran excepción significativa a esta tendencia es el aborto, y por extensión, 
la libertad reproductiva. La famosa decisión Roe v. Wade en 197335 generó un mo-
vimiento social pro vida que ha tenido mucho éxito en obligar a reevaluar profun-
damente lo tradicional no solamente sobre el aborto, sino sobre la maternidad, el 
papel de la mujer, etc.36 Incluso, todos los candidatos republicanos desde 1980 
se han visto obligados a articular su posición totalmente en contra del acceso 
legal al aborto para poder cimentar el apoyo de los conservadores sociales. 
El Partido Republicano, con el apoyo del movimiento pro vida, tuvo éxito en 
presentar una serie de desafíos legales a Roe v. Wade durante los años ochen-
ta, que modificaron sustancialmente las condiciones alrededor del acceso legal 
al aborto. La Suprema Corte apoyó a las leyes estatales de Missouri, Minnesota 
y Ohio que estipularon que un médico tendría que conseguir el permiso de los 
padres de una adolescente embarazada para realizar un aborto.37 Además, la 
Suprema Corte emitió opiniones legales que restringían el uso de fondos fede-
rales para los abortos, incluso en casos de violación o incesto.38 El caso famoso 
Webster v. Reproductive Services (1989) apoyó una prohibición total en el uso 
de empleados y hospitales públicos para los abortos.39 
Conclusión 
Algunos estudios que critican el sistema judicial ponen en duda la capacidad 
de la Suprema Corte para responder o para fomentar el cambio social o político. 
35 Roe v. Wade estableció un esquema para regular el acceso a los servicios del aborto. 
Desarrollado como concesión, este caso abrió totalmente la posibilidad de que se llevaran a cabo 
abortos en el primer trimestre de un embarazo, además agregó algunas condiciones en los abor-
tos del segundo trimestre, y los restringió bastante en el último trimestre. Existe una literatura abun-
dante sobre todos los aspectos de la decisión, pero entre los clásicos están Rosalind Pollack 
Petchesky, Abortion and Woman's Choice: The State, Sexuality and Reproductive Freedom 
(Boston: Northeastern University Press, 1990). 
36 El movimiento pro vida de los setenta y los ochenta creó una innovadora y extraordinaria 
campaña de discursos y de imágenes en contra del aborto. La fuerza emocional que provocó la dis-
tribución de imágenes de fetos tocó a muchos sectores de la sociedad estadunidense. Véase Celes-
te Michelle Condit, Oecoding Abortion Rhetoric: Communicating Social Change (Urbana: University 
of lllinois, 1990), 79-95. 
37 Nos referimos a Planned Parenthood v. Ashcroft (1983), Hodgson v. Mínnesota (1990). 
38 Nos referimos a Beal v. Ooe (1977), Maher v. Roe (1977) y Harrís v. McRae (1980). 
39 Gerald N. Rosenberg, The Hollow Hope: Can Courts Bríng about Social Change? (Chicago: 
University of Chicago Press, 1991 ), 170-185. 
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También es cierto que los jueces no gozan de presupuesto ni de poder político 
obvio para aplicar sus decisiones. De hecho, la Suprema Corte depende nece-
sariamente de los gobiernos federal y estatales para concretar sus opiniones, 
haciendo de la rama judicial del gobierno la "menos peligrosa" (según Alexander 
Hamilton). Además, el poder discrecional que tienen los jueces locales y regio-
nales evita que la mayoría de los asuntos judiciales difíciles lleguen a la Su-
prema Corte. 
Sin embargo, desde Brown v. Board of Educatíon en 1954, ha sido obvio que 
a veces las cortes no tienen obstáculos políticos, los cuales frecuentemente de-
tienen las ramas ejecutiva y legislativa. Además, los grupos pobres y desor-
ganizados requieren menos recursos financieros para recurrir a las cortes que 
al Ejecutivo y al Legislativo. Por otra parte, los jueces están obligados a conside-
rar toda la evidencia y cada uno de los argumentos presentados. Finalmente, 
las cortes estadunidenses han demostrado que son capaces de cambiar y evolu-
cionar en respuesta a los desarrollos políticos y sociales. Un análisis provocati-
vo hecho por Rosenberg sugiere que generalmente el comportamiento de todas 
las cortes es conservador y solamente buscan el cambio social cuando la opinión 
pública claramente lo apoya. 4º 
De hecho, Rosenberg concluye que en cuanto a los asuntos relacionados 
con mejorar la posición de la mujer, las cortes no han podido lograr cambios 
importantes debido a las limitaciones intrínsecas de las mismas. Pero, sin la 
presencia de actores políticos mayores fuera de las cortes que generen incen-
tivos (por ejemplo, un movimiento feminista articulado y fuerte), los abogados 
que buscan un cambio social tienen poco éxito.41 
A pesar del tono pesimista de Rosenberg, considero que la Suprema Corte 
todavía constituye un foro significativo para desafiar las tradiciones estable-
cidas del derecho estadunidense. En algunas áreas, como el derecho a la li-
bertad reproductiva y el hostigamiento sexual, la Suprema Corte ha abierto ya 
un camino para seguir discutiendo otros casos. En otras, como son el acceso 
al aborto, la pornografía y la violencia sexual, los jueces han mostrado reti-
cencia para seguir las líneas argumentativas que podrían por el momento 
realmente modificar la situación legal de la mujer. No obstante, desde 1980, la 
Suprema Corte ha apoyado las leyes federales que están a favor de los dere-
chos de la mujer. Incluso, una investigadora estadunidense considera que 
las cortes federales regionales y las estatales son las sedes de la búsqueda 
de soluciones innovadoras legales para las cuestiones relacionadas con la 
4o !bid., 9-31 , 173. 
41 lbid., 226-227. 
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mujer.42 Cabe recordar que son precisamente estas cortes las que mandan los 
casos a la Suprema Corte. El hecho de que resuelvan los casos en el nivel más 
bajo, solamente prueba la capacidad del sistema jurídico para discutir las cues-
tiones legales relevantes de la mujer. 
Mi pronóstico sobre la capacidad a largo plazo de la Suprema Corte y del 
sistema jurídico estadunidense en general es una mezcla de buenas y malas 
noticias. Las malas son que el sistema jurídico estadunidense tarda mucho en 
responder a las demandas de algunos grupos sociales. Las buenas noticias son 
que ciertamente el sistema jurídico cuenta con la capacidad de tratar las preo-
cupaciones de la sociedad. Es un sistema jurídico estable, pero no estático. 
42 Véase Leslie Friedman Goldstein, Contemporary Cases ín Women's Rights (Madison: 
University of Wisconsin Press, 1994). 
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